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Resumen El objetivo de este trabajo es realizar una re-

visión de los intentos legisladores encaminados a establecer 

la obligatoriedad del cálculo de costes en las administra-

ciones públicas. A pesar de los múltiples esfuerzos nor-

mativos, la aplicación de la contabilidad de costes no se ha 

generalizado en el ámbito del sector público, pues muy po-

cas instituciones determinan sus costes. En la actualidad, se 

está produciendo un gran impulso en la aplicación de esta 

herramienta, debido a la exigencia de presentar un resu-

men de costes en la memoria de las entidades pertenecien-

tes al sector público administrativo.

Palabras clave autor Sector público, contabilidad 

de costes, nuevo Plan General de Contabilidad Pública, 

modelo CANOA. 

Palabras clave descriptor Administración públi-

ca, Contabilidad de costos, Sector público.

Códigos JEL M-41.

Analysis of Obligations Regarding 

Cost Calculation in Spanish Public 

Administrations

Abstract The aim of this paper is to review the 

regulation attempts aimed at making cost calculation 

compulsory in public administrations. Despite many 

policy efforts, the application of cost accounting is not 

widespread in the public sector, for very few institutions 

determine their costs. Nowadays there is a big boost for the 

application of this tool, due to the requirement to present a 

summary of costs in the memory of the entities belonging 

to the public administration sector.

Keywords author Public sector, cost accounting, 

new General Plan of Public Accounting, CANOA model.

Key words plus Public administration, Cost accoun-

ting, Public sector.

Análise das obrigações em matéria de 

cálculo de custos nas administrações 

públicas espanholas

Resumo O objetivo deste trabalho é rever as tentativas 

legisladoras destinadas a estabelecer obrigatoriedade no 

custeio das administrações públicas. Apesar dos múltiplos 

esforços normativos, a aplicação da contabilidade de custos 

não é generalizada no campo do setor público, pois bem 

poucas instituições determinam seus custos. Na atualida-

de, está se produzindo grande impulso na aplicação desta 

ferramenta, devido à exigência de apresentar um resumo 

dos custos na memória das entidades do setor público ad-

ministrativo. 

Palavras-chave autor Setor público, contabilida-

de de custos, novo Plano Geral de Contabilidade Pública, 

modelo CANOA.

Palavras-chave descritor Administração Pública, 

Contabilidade de Custos, Setor público.

Introducción

El objetivo del presente trabajo es analizar el 

origen y la situación actual en cuanto al cálculo 

de costes en la administración pública españo-

la, para lo que se lleva a cabo una revisión de la 

evolución normativa y de sus efectos en los sis-

temas de información contable.

En España, el cálculo de costes en el sector 

público no se ha generalizado al mismo ritmo 

que en las empresas privadas, sobre todo debi-

do a que tradicionalmente la contabilidad de 

costes se ha centrado en los procesos producti-

vos de fabricación y ha olvidado el campo de la 

prestación de servicios (IGAE, 1994a). Las enti-

dades de carácter público ofrecen sus productos 
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o servicios de forma gratuita o bien a un precio 

muy inferior a su coste de producción real, esto 

provoca que el conocimiento de sus costes no 

haya sido una prioridad fundamental a la hora 

de desempeñar sus tareas (Vela-Bargues, 1991). 

Además, dado que en las instituciones públi-

cas lo primordial es el presupuesto en vez de la 

transparencia, la aplicación de la contabilidad 

pierde importancia (Socorro-Alemán, 2010). 

En la actualidad, debido a la fuerte crisis eco-

nómica y financiera, junto con la necesidad de 

reducir el gasto público, el cálculo y control de los 

costes se presentan como una herramienta que 

ayuda a garantizar la optimización de los presu-

puestos y una eficiente gestión de los organis-

mos públicos de todo tipo, ya sean universidades, 

hospitales o entes de la administración local.

La Ley General Presupuestaria 47 del 26 de 

noviembre de 2003, en sus artículos 3 y 121, in-

cluye una clasificación adicional acerca de las 

actividades del sector público e indica la nor-

mativa contable que le resultará de aplicación, 

diferenciando tres grupos:

1. Sector público administrativo: está for-

mado por la Administración del Estado, los 

organismos autónomos dependientes de la 

anterior y la Seguridad Social, junto con las 

entidades gestoras. Además, también se in-

cluyen en este grupo las entidades estatales 

de derecho público y los consorcios, siem-

pre que su actividad principal no sea la pro-

ducción de bienes y/o que no se financien 

mayoritariamente con ingresos comerciales. 

A esta parte del sector público le serán de 

aplicación el Plan General de Contabilidad 

Pública y las normas que lo desarrollen.

2. Sector público empresarial: está formado 

por entidades públicas empresariales, socie-

dades mercantiles y las entidades estatales de 

derecho público y los consorcios que no cum-

plan los requisitos necesarios para ser con-

siderados sector público administrativo. 

Las entidades de este tipo quedan sujetas al 

Derecho Mercantil, es decir, al Código de 

Comercio y al Plan General de Contabilidad 

aplicable a las empresas privadas.

3. Sector público fundacional: comprende 

las fundaciones del sector público estatal y 

deberán someterse a la normativa del Plan 

General de Contabilidad de las entidades 

sin fines lucrativos.

Teniendo en cuenta esta clasificación, el 

presente documento está enfocado al estudio 

de la obligatoriedad del cálculo de costes en las 

administraciones públicas (sector público ad-

ministrativo), excluyendo expresamente a las 

empresas públicas regidas por el Plan General 

de Contabilidad de las empresas privadas.

Para llevar a cabo nuestro propósito, estruc-

turamos el trabajo del siguiente modo. Después 

de esta introducción, dedicaremos un primer 

apartado a exponer la importancia y los objeti-

vos del cálculo de costes en la administración 

pública. En segundo lugar, procederemos a des-

cribir antecedentes de la contabilidad de cos-

tes en la administración pública. En el tercer 

apartado, se llevará a cabo un análisis del marco 

normativo actual que se sustenta fundamental-

mente en el plan general de contabilidad públi-

ca al que dedicaremos el siguiente subapartado 

y los principios de contabilidad analítica y el 

proyecto CANOA (Contabilidad Analítica Nor-
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malizada para Organismos Autónomos), a los 

que dedicaremos el segundo subapartado. Por 

último, en el cuarto apartado expondremos las 

conclusiones extraídas del trabajo realizado.

1. Importancia y objetivos 
del cálculo de costes en la 
administración pública

La contabilidad de costes1 “es una rama de la 

contabilidad que tiene por objeto la captación, 

medición y valoración de la circulación interna, 

así como su racionalización y control, con el fin 

de suministrar a la organización la información 

relevante para la toma de decisiones” (AECA, 

1992). Su finalidad es generar y transmitir infor-

mación a los agentes internos de las organizacio-

nes para facilitar y apoyar la toma de decisiones, 

por lo que dispone de una mayor libertad meto-

dológica que la contabilidad financiera y se de-

dica a satisfacer las necesidades de los usuarios 

internos (Malles-Fernández, 2009).

El cálculo de costes es un aspecto especial-

mente laborioso para todos los sectores, pero 

adquiere mayor complejidad en el ámbito pú-

blico al no disponer de información tan desagre-

gada ni de un control exhaustivo como en el 

caso de las empresas privadas. Estas, por ejem-

plo, tienen la obligación de realizar una valora-

ción de las existencias al final del ejercicio, para 

lo que deben regirse por las pautas sobre los 

costes de producción y por los métodos de va-

loración permitidos en el Plan Contable, ya que 

esa información se incorporará a las cuentas 

anuales de la empresa. En cambio, no tienen 

1 También denominada contabilidad analítica, cuando se 
trata del sector público.

ninguna obligación de calcular y presentar sus 

costes, sino que se trata de información funda-

mentalmente interna. Para calcularlo, pueden 

emplear cualquier tipo de método de imputa-

ción o valoración, ya que únicamente les ser-

virá a los gestores de las compañías para tomar 

decisiones en cuanto a su actividad económica.

Por otra parte, con la normativa actual, 

como se expone a continuación, el sector pú-

blico administrativo está obligado a presentar 

un resumen de sus costes generales y por ac-

tividades. Para lograr la comparabilidad de la 

información presentada por los distintos orga-

nismos, se han realizado diversas publicaciones 

y proyectos para establecer unas pautas comu-

nes en cuanto a la metodología a aplicar. Por 

ese motivo, la valoración de las existencias y el 

cálculo de costes han ido adquiriendo mayor 

importancia en el sector público. Además, la 

puesta de manifiesto de las ventajas y posibili-

dades que ofrece, ha supuesto un gran avance a 

la hora de reconocer la utilidad de su cálculo.

La necesidad de la contabilidad de costes ra-

dica en la importancia de sus objetivos, que son 

fundamentalmente los siguientes:

• Calcular las tasas y precios públicos de 

acuerdo con la Ley y fundamentar su im-

porte en el nivel de costes de la entidad pú-

blica (AECA, 1997).

• Asegurar un adecuado aprovechamiento 

de los recursos públicos. La información 

sobre costes permite analizar en qué medi-

da se cumplen los objetivos previstos con el 

óptimo empleo de los recursos disponibles, 

es decir, en qué medida los organismos pú-

blicos desempeñan sus actividades de forma 

eficiente (AECA, 1997). 
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• Obtener información útil para la toma de 

decisiones en el ámbito de gestión de los re-

cursos públicos sobre la producción de bie-

nes o la prestación de los servicios (AECA, 

1997).

• Perfeccionar la determinación de los pre-

supuestos en el sector público y en la eva-

luación de las políticas llevadas a cabo. El 

conocimiento de los costes sirve como uni-

dad de medida para evaluar las previsiones 

presupuestarias de forma responsable y 

cuantificar los costes incurridos en el cum-

plimiento de los objetivos definidos (IGAE, 

1994a). 

• Realizar comparaciones entre el coste de los 

servicios prestados por distintas unidades 

públicas o con empresas del sector privado, 

lo que permitirá evaluar la eficiencia de los 

servicios públicos en materia de costes.

• Profesionalizar la gestión pública y mejorar 

el control del déficit público. 

2. Antecedentes de la 
contabilidad de costes en la 
administración pública

Ha habido múltiples tentativas a lo largo de la 

historia para implantar un modelo de contabili-

dad de costes en las administraciones públicas, 

pero se trata de una labor difícil de abordar, dada 

la complejidad en la tipología de las tareas 

desempeñadas en las entidades públicas, junto 

con la inexistencia de contabilidad financie-

ra en la mayoría de los casos. A lo largo de los 

años, se han promulgado varios preceptos le-

gales que intentan establecer la obligatoriedad 

de determinar el coste de los servicios públicos 

prestados por las distintas instituciones que lo 

componen (Carrasco-Díaz, Buendía-Carrillo, 

Navarro-Galera, Llorente-Muñoz & Sánchez-

Toledano, 2007).

Sus orígenes se sitúan en 1976, cuando se 

publica el Manual de contabilidad de costes para 

las corporaciones locales, elaborado por el an-

tiguo Instituto de Estudios de Administración 

Local, IEAL, hoy Instituto Nacional de Admi-

nistración Pública de España, INAP. Este ma-

nual nace como una guía para orientar en la 

tarea de determinar los costes de una corpora-

ción local, pero sin potestad para imponer la 

obligatoriedad de su cálculo. Su finalidad era 

que aquellas instituciones que quisieran calcular 

los costes de los servicios prestados dispusieran 

de unas pautas por las cuales guiarse que, al ser 

comunes, permitirían la comparabilidad de la 

información obtenida (Instituto de Estudios de 

Administración Local, 1976).

Con posterioridad, la Ley General Presu-

puestaria 11 promulgada el 4 de enero de 1977 

hizo tomar conciencia de la importancia de 

poner en práctica un sistema de control de 

costes en las instituciones públicas (Cervera-

Oliver, 2003), que indica en su artículo 134 

la necesidad de que se entregue a la Admi-

nistración General del Estado una memoria 

justificativa del coste y el rendimiento de los 

servicios públicos. Además, se deberá entregar 

otra memoria demostrativa en la que se indi-

que el grado en el que se han alcanzado los ob-

jetivos programados, junto con el coste de los 

mismos. Según esta Ley, la Administración del 

Estado, los organismos autonómicos y las so-

ciedades estatales quedan sometidos a la con-

tabilidad pública. 
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La toma de conciencia de la necesidad de 

implantar modelos de costes fue tal que la 

Constitución Española de 1978 señala en su ar-

tículo 31 que el gasto público realizará una asig-

nación equitativa de los recursos disponibles, 

atendiendo a criterios de eficiencia, cuya medi-

ción debe realizarse conociendo el valor de los 

recursos consumidos.

Fruto de la Ley General Presupuestaria y su 

contenido, nace el Plan General de Contabili-

dad Pública (en adelante, PGCP), aprobado por 

Orden del Ministerio de Hacienda del 14 de 

octubre de 1981 y desarrollado sobre el modelo 

del Plan General de Contabilidad para el sector 

privado, aprobado por el Real Decreto 530 del 

22 de febrero de 1973, aunque introduciendo las 

modificaciones necesarias para adaptarlo a las 

características especiales de los entes públicos 

a los que les será de aplicación (Aranguren-

Castro, 1982). El mantenimiento de la estruc-

tura principal del PGC para empresas privadas 

ha permitido introducir en el ámbito público 

el concepto de contabilidad analítica separa-

da de la financiera, entendiendo la primera 

como el control de la eficiencia alcanzada en 

los costes y en los rendimientos. Para ello, se 

establece que el grupo 9 de las cuentas anuales 

se destinará a la contabilidad analítica, pero en 

este PGCP no se desarrolla su contenido, sino 

que su concreción se producirá más tarde con 

la implantación de la Orden del Ministerio de 

Economía y Hacienda del 20 de septiembre 

de 1983. Se eligió la opción de desarrollar un 

modelo de contabilidad analítica solo para los 

entes de naturaleza administrativa, en vez de 

desarrollar un modelo común, siguiendo así la 

línea de actuación marcada por el PGCP, que 

preveía una extensión posterior del modelo a 

los entes de naturaleza comercial, industrial 

y financiera, con las adaptaciones sectoriales 

oportunas. Uno de los objetivos perseguidos 

con su implantación fue el de obtener infor-

mación relativa al coste efectivo de producción 

de los servicios públicos, además de servir de 

base para la realización de la memoria justifi-

cativa recogida en el artículo 134 de la Ley Ge-

neral Presupuestaria (Echenique-Conde, 2011). 

Por tanto, se establecen los pilares para la im-

plantación de un sistema de costes. En concre-

to, se opta por un modelo full-cost en sentido 

estricto, que diferencia costes externos, costes 

calculados (amortización, costes de diferencias 

de inventario y previsión social de funciona-

rios) y costes de oportunidad (costes financie-

ros calculados) (Buendía-Carrillo, 1996). Esta 

Orden establecía en su norma 2 que la aplica-

ción de la contabilidad analítica en el subsector 

Estado y sus organismos autónomos adminis-

trativos, se iría realizando conforme se fuera 

implantando descentralizadamente el Plan Ge-

neral de Contabilidad Pública, de acuerdo con 

las instrucciones emitidas por la Interven-

ción General de la Administración del Estado2 

(en adelante, IGAE). Esta implantación estaba 

condicionada a la dotación de los medios adecua-

dos, tanto personales como materiales que, en 

este caso eran medios de carácter informático, 

tal como se indica en el PGCP. A pesar de los 

esfuerzos normativos de esta Orden, no se lle-

vó a cabo la implantación de la contabilidad de 

costes por la dificultad de aplicarla de forma 

2 La IGAE es el órgano de control interno de la gestión 
económica y financiera del sector público estatal y el centro 
directivo y gestor de la contabilidad pública.

Contabilidad 13-32.indb   208 02/10/2012   09:32:06 p.m.



cálculo de costes públicos / m. gonzález, e. lópez-valeiras, j. gómez, e. rodríguez / 209

homogénea en todo el ámbito de la administra-

ción pública.

La Resolución de 26 de diciembre de 1983 

de la IGAE indica que se está diseñando un 

nuevo sistema de información contable, en el 

cual aparece integrada la contabilidad de cos-

tes, cuya finalidad es que la señalada descentra-

lización contable sea una realidad. Se producirá 

una progresiva dotación de medios informáti-

cos en las oficinas de las administraciones pú-

blicas, previendo que el nuevo sistema se pondrá 

en marcha a partir de 1986. Pronosticando la de-

mora de los programas informáticos y las plata-

formas necesarias, se insta a los organismos que 

intenten estimar ellos mismos el coste de pres-

tación de los servicios que ofertan. Para ello, 

la citada resolución establece la necesidad de 

nombrar a una unidad administrativa dentro 

de cada organismo, que sería la encargada de 

llevar a cabo el estudio de los costes, indicando 

además unas pautas para su cálculo. El proyecto 

tuvo escasa repercusión práctica, pero ha servi-

do de experiencia para posteriores intentos de 

implantación.

A partir de 1983, la normalización de la 

contabilidad pública se centra en la adaptación 

del PGCP a los distintos subsectores y al desa-

rrollo y definición de los Principios Contables 

Públicos (Carrasco-Díaz & López-Hernández, 

1994).

La Ley 7 del 2 de abril de 1985, reguladora 

de las Bases del Régimen Local (LBRL) remar-

ca los aspectos señalados por las resoluciones y 

órdenes anteriores. En concreto, en su artículo 

114 se indica que las entidades locales quedarán 

sometidas al régimen de contabilidad pública 

y en el artículo 133 que la gestión económico 

financiera de las entidades locales debe incluir 

la exigencia de seguimiento y determinación de 

los costes de los servicios.

El siguiente paso fue la publicación de la 

Orden del Ministerio de Economía y Hacienda 

del 31 de marzo de 1986 en la que se establece 

como uno de los principales fines de la contabi-

lidad pública, la determinación del coste de los 

servicios prestados, para fomentar la eficiencia 

y la transparencia en el ámbito público, además 

de facilitar los datos necesarios para la confec-

ción de las cuentas económicas de este sector 

(Carrasco-Díaz & López-Hernández, 1994). 

Además, indicaba que cada uno de los centros 

gestores debería desarrollar su propia contabi-

lidad financiera, analítica y presupuestaria. Sin 

embargo, finalmente esta Orden también su-

puso un intento fallido ya que no se llegaron a 

implantar sistemas de costes en las administra-

ciones públicas.

A partir de 1987, se abandonó la idea de 

crear un sistema de costes común para todos 

los organismos, al centrar los estudios en áreas 

funcionales concretas de aquellas institucio-

nes que mostraran interés por implantar la 

contabilidad analítica. Así, se llevaron a cabo 

análisis del rendimiento y de los costes medios 

de áreas concretas de los organismos públicos 

adscritos al proyecto (Buendía-Carrillo, 1996). 

Un ejemplo de los proyectos llevados a cabo 

fue el modelo de costes diseñado para el Insti-

tuto Tecnológico Geominero de España, ITGE 

(IGAE, 1994a).

Todo lo citado anteriormente se refleja en 

la Ley 8 de 1989 o Ley de Tasas y Precios Públi-

cos del 13 de abril de 1989 que establece que la 

fijación de las tasas y los precios públicos debe 
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realizarse en conocimiento de los costes de los 

servicios, ya que las tasas tenderán a cubrir la 

totalidad del coste del servicio y los precios pú-

blicos deben ser siempre como mínimo de igual 

importe que el coste total. Esta cuestión impul-

sa la necesidad de establecer un sistema que 

permita conocer de forma homogénea los cos-

tes de las distintas actividades desempeñadas 

por la administración pública, para garantizar 

la correcta fijación de los precios. En este sen-

tido, la Ley establece la necesidad de presentar 

una memoria económica y financiera para po-

der fijar nuevos precios públicos o modificar los 

vigentes, para indicar el grado de cobertura de 

los costes y el beneficio obtenido en el caso de 

que exista.

En el proceso de adaptación del PGCP a los 

distintos subsectores, se produce la adaptación 

del PGCP a la Administración Local, que reco-

ge la ICAL (Instrucción de Contabilidad para la 

Administración Local), aprobada por la Orden 

Ministerial del 17 de julio de 1990, pero solo 

referida a las estructuras patrimonial y presu-

puestaria. A pesar de que esta adaptación se-

ñala como objetivo fundamental determinar el 

coste de los servicios, se produce una clara con-

tradicción ya que no se hace referencia al grupo 

9 dedicado a la contabilidad analítica.

En 1991, fruto de la colaboración entre un 

conjunto de universidades españolas y la IGAE, 

surge el SCAU (Sistema de Contabilidad Ana-

lítica para Universidades). La finalidad de este 

programa era determinar los costes de las acti-

vidades realizadas en el ámbito de la universidad 

pública, además de calcular el rendimiento de 

las mismas (IGAE, 1991). A pesar de haber su-

puesto un paso importante para la contabilidad 

pública, el modelo nunca llegó a aplicarse, de-

bido en parte a la imposibilidad de conseguir 

la información que era necesario suministrar 

al programa para su adecuado funcionamiento 

(Cervera-Oliver, 2003).

La IGAE, encuadrada en la Secretaría de Es-

tado de Hacienda y Presupuestos, ha proporcio-

nado una serie de pautas para el cálculo de los 

costes en el sector público, mediante la consoli-

dación de un grupo de trabajo con el objeto de 

establecer un marco de referencia en la contabi-

lidad pública y aclarar los procedimientos de esta 

área contable (IGAE, 2005). Su primera labor 

fue la creación de una comisión de principios y 

normas contables públicas, que elaboró en 1994 

los Principios Contables Públicos, documentos del 1 

al 8, que han servido como base para la contabi-

lidad de numerosos organismos públicos. 

Posteriormente, también en 1994, la IGAE 

lleva a cabo la creación y aplicación del proyecto 

CANOA (Contabilidad Analítica Normalizada 

para Organismos Autónomos). El proyecto CA-

NOA ha sido impulsado por la IGAE con el ob-

jetivo de implantar un sistema de contabilidad 

analítica en el sector de la administración públi-

ca. Consiste en un sistema de contabilidad que 

permite valorar el coste de las actividades desa-

rrolladas por las distintas unidades o centros 

de coste. Se parte de un modelo estándar que se 

personaliza para cada tipo de organización en 

función de sus características específicas.

La IGAE, cumpliendo con su función de di-

rigir y gestionar la contabilidad pública, conti-

núa con su tarea normativa al publicar en 1995 

el Manual de Contabilidad Pública.

Un año más tarde, en 1996 surge el proyec-

to SOROLLA, para subsanar las dificultades de 
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implantación del proyecto CANOA. Para su co-

rrecto funcionamiento, era necesario disponer 

de programas informáticos que dotaran al pro-

yecto CANOA de una información presupues-

taria normalizada. Así, el sistema SOROLLA 

tiene como fin facilitar la gestión económica y 

presupuestaria que se realiza en los centros ges-

tores de las administraciones públicas para fa-

vorecer la normalización de los procedimientos 

y propiciar una cultura de costes entre los or-

ganismos de carácter público. Su novedad más 

notable es la incorporación del módulo CA-

NOA, en el que se puede obtener el coste de los 

centros sin tener en cuenta las actividades que 

realice cada uno de ellos (Ortigosa, 2000).

En el año 2000 se publica la aplicación del 

proyecto CANOA a la Universidad de Oviedo, 

en el Proyecto ESCUDO, Estudio de Contabi-

lidad Analítica para la Universidad de Oviedo 

(López-Díaz, 2000). Este proyecto ha servido 

de referencia para mejorar la aplicación CA-

NOA y ha servido como modelo para la poste-

rior implantación de la contabilidad de costes 

en otras universidades o en otro tipo de orga-

nismos públicos.

En el año 2003 se publica la nueva Ley Ge-

neral Presupuestaria 47 del 26 de noviembre, 

que introduce como novedad en relación con 

el texto refundido de la Ley Presupuestaria an-

terior, la necesidad de suministrar información 

para la determinación de los costes de los ser-

vicios públicos para así facilitar la gestión y la 

toma de decisiones.

En 2004, la IGAE publica el documento 

Principios generales sobre contabilidad analítica 

de las administraciones públicas, que recoge la 

esencia del Proyecto CANOA con una concep-

ción más generalizadora para poder aplicarse a 

la mayor parte de los organismos públicos. Este 

ha sido un paso importante para el avance de 

la contabilidad analítica, pues recopila los prin-

cipios básicos para que las administraciones 

públicas implanten su contabilidad de costes 

(Carrasco-Díaz, 2011).

La Federación Española de Municipios y 

Provincias (FEMP) ha puesto en marcha un pro-

yecto cuyo fin es la creación de una guía para la 

implantación de un sistema de costes en la ad-

ministración local. El documento publicado en 

2006 recoge la propuesta metodológica y la 

experiencia de implantación de un modelo de 

costes en los servicios sociales, de deportes y en 

los de recolección, tratamiento y eliminación 

de residuos (Buendía-Carrillo, Robleda-Cabe-

zas, Prieto-Martín, Navarro, Llorente, Valen-

cia & Sánchez, 2006), que toma como base la 

filosofía del proyecto CANOA y el documento 

Principios Generales sobre Contabilidad analítica 

para las administraciones públicas (IGAE, 2005). 

Esta guía ha supuesto un gran avance a la hora 

de establecer las pautas básicas para calcular los 

costes de la prestación de los servicios públi-

cos (Carrasco-Díaz, Buendía-Carrillo, Navarro-

Galera, Llorente-Muñoz & Sánchez-Toledano, 

2007).

Otro ejemplo de implantación de contabi-

lidad analítica en este ámbito fue la publicación 

del Libro Blanco de los costes en universidades en 

2007, que aplicaba las técnicas recogidas en el 

modelo CANOA al cálculo de los costes de los 

servicios prestados por las universidades públi-

cas (Carrasco-Díaz, Gonzalo-Angulo, Morales-

Caparrós, Sánchez-Toledano, Pina-Martínez, 

Torres-Pradas, López-Hernández & García-Val-
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derrama, 2007). En sucesivas ediciones se ha 

ido remodelando el modelo, que ha sido aplica-

do en varias universidades españolas.

En el año 2010 se publica el Nuevo Plan 

General de Contabilidad Pública (NPGCP), re-

cogido en la Orden 1037 del Ministerio de Eco-

nomía y Hacienda del 13 de abril de ese año, 

en el que se recogen algunas adaptaciones a las 

Normas Internacionales de Contabilidad para 

el Sector Público (NIC-SP), emitidas por la Fe-

deración Internacional de Contadores Públicos 

(IFAC), en aquellos aspectos necesarios para 

avanzar en el proceso de normalización conta-

ble. A pesar de que en la actualidad no hay nin-

guna obligatoriedad para aplicar las NIC-SP en 

la Unión Europea, la IGAE ha considerado que 

para realizar una correcta normalización con-

table en el sector público, era necesario tomar 

como referencia las Normas Internacionales de 

Contabilidad, por lo que nace el NPGCP con 

el fin de introducir adaptaciones a las NIC-SP 

(Nicolás-Bravo, 2008). Este Plan, como se in-

dica en el artículo 1, será de aplicación obliga-

toria para las entidades integrantes del sector 

público administrativo estatal, previendo una 

adaptación posterior para el ámbito de la Segu-

ridad Social, mientras que las empresas públi-

cas de carácter productivo se rigen por el Plan 

General Contable de las empresas privadas, 

como se ha comentado con anterioridad. En 

relación con la contabilidad de costes, el PGCP 

ha incluido por primera vez información de 

costes por actividades en las cuentas anuales 

del sector público, junto con indicadores pre-

supuestarios, financieros y de gestión (Socorro-

Alemán, 2010). De hecho, el punto 25 de la 

memoria requiere la realización de un resumen 

general de los costes generales de la entidad 

y un cuadro de costes para las actividades que 

impliquen el cobro de tasas o precios públicos, 

todo ello aplicando los principios desarrollados 

en el documento Principios Generales sobre Con-

tabilidad Analítica de las Administraciones Públi-

cas (IGAE, 2005). Esto supone un gran avance 

para la mejora de la gestión pública al comen-

zar a guiarse por criterios de eficacia y eficien-

cia, aspectos que posibilitan el conocimiento de 

los costes de cada una de las actividades presta-

das por los organismos públicos.

El 26 de abril de 2010, el Consejo de Uni-

versidades y la Conferencia General de Política 

Universitaria publicaron el Documento de me-

jora y seguimiento de las políticas de financiación 

de las universidades para promover la excelencia 

académica e incrementar el impacto socioeconó-

mico del Sistema Universitario Español, SUE, en 

el que se establecieron unos plazos para que las 

universidades implantaran modelos de contabi-

lidad de costes.

Con la Resolución del 28 de julio de 2011, 

de la IGAE, se regulan los criterios para la ela-

boración de la información sobre los costes de 

actividades e indicadores de gestión a incluir 

en la memoria de las cuentas anuales del Plan 

General de Contabilidad Pública, por lo que se 

concreta aún más la obligatoriedad del cálculo 

de costes para las instituciones de carácter ad-

ministrativo.

El Proyecto FEMP de Cálculo de Costes de 

Servicios Municipales continuó activo, de for-

ma que se creó un grupo de trabajo para publi-

car en 2011 el nuevo Manual de Procedimiento 

para la Implantación de un Sistema de Costes en 

la Administración Local (MAPISCAL) (Carrasco-
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Díaz, 2011). Este documento tenía como fina-

lidad completar los aspectos inconclusos del 

trabajo anterior e intentar homogeneizar los 

procedimientos de aplicación para así mejorar 

el modelo de costes propuesto.

Hay que destacar la aparición de dos nue-

vas disposiciones que ralentizan el proceso de 

adopción de la contabilidad analítica por parte 

del sector público administrativo. La Resolu-

ción del 17 de noviembre de 2011, por la que se 

aprueba la adaptación del Plan General de Con-

tabilidad Pública a la Administración General 

del Estado, señala que la adaptación del Plan 

General de Contabilidad Pública a la Adminis-

tración General del Estado se hará de acuerdo 

con los términos indicados en la Instrucción de 

contabilidad para la Administración General 

del Estado, publicada por la Orden del Minis-

terio de Economía y Hacienda 3067, del 8 de 

noviembre de 2011. En esta Orden se sustituyen 

los puntos 25 y 26 de la memoria, relativos a la 

información sobre los costes de la entidad, por 

el nuevo apartado Balance de resultados e informe 

de gestión. De esta forma, la propia IGAE elimina 

por el momento la obligatoriedad de la Admi-

nistración General del Estado de presentar un 

resumen de los costes de sus actividades (Buen-

día-Carrillo, 2011). En la figura 1, podemos ob-

servar de forma resumida la evolución normativa 

de la contabilidad analítica en el sector público.

Plan General de
Contabilidad

Pública (PGCP)

NPGCP
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Figura 1
Evolución normativa de la Contabilidad Analítica en la Administración Pública
Fuente: elaboración propia
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Tal como se ha visto, a lo largo de los años 

analizados ha habido múltiples tentativas de 

legislar e implantar un sistema de costes en las 

administraciones públicas, pero los esfuerzos 

llevados a cabo no han dado los frutos espera-

dos, a pesar de que han servido para moder-

nizar tanto los medios disponibles como los 

procedimientos a llevar a cabo (Ortega-Egea, 

Rodríguez-Ariza & López-Pérez, 2007). Las cau-

sas de estos fracasos han sido múltiples:

• Falta de información elaborada, necesaria 

para nutrir el sistema de cálculo de costes.

• Escasa concienciación de los responsables 

de su implantación de los beneficios que 

aporta el conocimiento de los costes de una 

determinada actividad y falta de control so-

bre la realización o no de los informes de 

costes exigidos por las distintas leyes estu-

diadas en el epígrafe.

• Ausencia de codificación presupuestaria co-

mún. A pesar de que hay un marco contable 

y un cuadro de cuentas estandarizado, no 

se ha implantado ningún sistema de con-

trol sobre el gasto público que sea capaz de 

medir el rendimiento y la aplicación de las 

partidas monetarias transferidas (Socorro-

Alemán, 2010).

Es necesario un esfuerzo aunado por parte 

de las autoridades competentes y de los orga-

nismos públicos, para poder lograr un inicio 

de implantación de los sistemas de costes en 

este tipo de instituciones. El NPGCP es un re-

ferente al incluir la obligatoriedad del cálculo 

de costes en las entidades públicas adminis-

trativas, cuestión que se ha ido introduciendo 

en otros ámbitos del sector público mediante 

legislación específica que obliga a implantar la 

contabilidad analítica en determinados organis-

mos, como las universidades. A pesar de estos 

avances, el reto para el futuro es implicar a los 

gestores de las entidades públicas en el diseño 

e implantación de los sistemas de contabilidad 

analítica para obtener una información fiable, 

con la mayor exactitud en los cálculos y que sir-

va de apoyo en la toma de decisiones de la ges-

tión. Además, se debería hacer hincapié en las 

posibilidades que ofrece la contabilidad ana-

lítica: análisis de eficiencia en las actividades, 

control del gasto público, información útil para 

la toma de decisiones, actividades de benchmar-

king o gestión profesional guiada por los princi-

pios de transparencia, eficiencia y eficacia que 

imperan en el ámbito privado.

3. Marco normativo actual

Desde la aparición de la Ley General Presu-

puestaria de 1977 se han conseguido nume-

rosos avances en el ámbito de la contabilidad 

pública, tanto en aspectos organizativos como 

en el perfeccionamiento de las técnicas de con-

trol contable (IGAE, 1994a). La contabilidad 

de costes es una herramienta aplicable a todas 

las entidades del sector público, cuya finalidad 

es analizar los costes, valorar la producción y 

enjuiciar los resultados de gestión. Con esta 

herramienta se persigue la eficiencia, es decir, 

invertir el menor número de recursos para con-

seguir sus objetivos.

La normativa de aplicación para implantar 

un sistema de cálculo de costes se concreta en 

el nuevo Plan General de Contabilidad Pública 

de 2010, en los Principios de Contabilidad Pú-
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blica y en el modelo CANOA que se detallan a 

continuación.

3.1. Plan General de Contabilidad Pública

El NPGCP obliga a las instituciones públicas 

de carácter administrativo a calcular los costes 

totales de la institución y los de cada una de las 

actividades que supongan el cobro de una tasa 

o precio público. Además, también es necesario 

realizar una valoración de las existencias de los 

productos terminados y en curso de fabricación 

(apartado en el que se pueden incluir también 

los servicios en curso) para realizar la cuenta 

del resultado económico patrimonial.

En concreto, la norma de valoración 11 re-

coge la problemática relacionada con las exis-

tencias, que serán valoradas según el precio de 

adquisición o el coste de producción, en fun-

ción del activo a considerar. En materia conta-

ble, las principales novedades en cuanto a esta 

cuestión, tanto del NPGC como del NPGCP, 

han sido las siguientes:

• Se realiza la valoración de existencias según 

el precio de adquisición o coste de produc-

ción, posteriormente se le van añadiendo 

los gastos financieros a todos aquellos pro-

ductos o servicios que necesiten un período 

superior a un año para estar en condiciones 

de ser vendidos, con el límite del valor rea-

lizable neto de las existencias en las que se 

integren. La incorporación de los gastos fi-

nancieros es una novedad del NPGCP, pro-

cedente de su adaptación a las NIC-SP.

• Se permite el reconocimiento de la presta-

ción de servicios como existencias, como 

está recogido en la NIC 2, y la posibilidad 

de reconocer y valorar los servicios que se 

encuentren en curso de producción al final 

del ejercicio siempre y cuando no se hayan 

reconocido los ingresos correspondientes a 

los mismos (González-Quintana & Cañadas-

Molina, 2008).

• Se establece la necesidad de que los costes 

indirectos se correspondan con la capacidad 

normal de la empresa para poder ser impu-

tados al coste de los productos fabricados o 

los servicios prestados. Según la NIC 2, la 

capacidad normal de la empresa es aquella 

que se espera conseguir en circunstancias 

normales y se puede calcular considerando 

el promedio de varios ejercicios, teniendo en 

cuenta la pérdida de capacidad que resulta 

de las operaciones previstas de manteni-

miento.

El proceso del cálculo de costes y la valora-

ción de las existencias se realiza teniendo en 

cuenta el coste de producción. El NPGC indica 

una serie de cuestiones de obligado cumpli-

miento en relación con su cálculo. Este coste se 

obtendrá añadiendo al precio de adquisición de 

las materias primas y otros materiales consumi-

dos y los demás costes directamente imputables 

a la fabricación del bien o a la prestación del 

servicio hasta que esté terminado (aplicando 

criterios de identificación directa o bien el pre-

cio medio ponderado o FIFO, first in, first out). 

También se podrán incluir los gastos financie-

ros de los productos o servicios que necesiten 

más de un año para estar disponibles para su 

venta, siempre que se cumplan los requisitos 

recogidos en la Resolución del 9 de mayo de 

2000 del Instituto de Contabilidad y Auditoría 

de Cuentas, ICAC. En cuanto a la asignación de 
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los costes indirectos, hay que diferenciar en-

tre los fijos y los variables. Los costes indirectos 

variables se distribuirán, a cada unidad produ-

cida, sobre el nivel real de uso de los medios de 

producción, mientras que los costes indirectos 

fijos se distribuirán con base en la capacidad 

normal de trabajo teniendo en cuenta que:

• En períodos en los que haya un bajo nivel 

de producción, los costes indirectos fijos dis-

tribuidos a cada unidad de producción, no 

se incrementarán, sino que los costes indi-

rectos incurridos y no distribuidos se reco-

nocerán como gastos del ejercicio.

• En períodos de producción anormalmente 

alta, la cantidad de coste indirecto distribui-

do a cada unidad producida se disminuirá, de 

manera que no se valore el activo por en-

cima del coste real.

Dado que en el Plan no se indica ningún 

criterio adicional para elaborar la informa-

ción de costes requerida, era necesaria una 

resolución posterior que unificara los criterios 

aplicados por todas las administraciones para el 

cálculo de sus costes, de forma que permitiera 

la homogeneización de los resultados para fa-

cilitar su comparabilidad. Con ese fin, la IGAE 

publica la Resolución de 28 de julio de 2011 

por la que se regulan los criterios para la ela-

boración de la información sobre los costes de 

actividades e indicadores de gestión a incluir 

en la memoria de las cuentas anuales del Plan 

General de Contabilidad Pública. En esta Re-

solución, se hace hincapié en el hecho de que 

el coste de producción obtenido aplicando la 

normativa contable anteriormente descrita, es 

válido para los datos necesarios para nutrir los 

sistemas de contabilidad financiera. En cam-

bio, el coste obtenido mediante la aplicación 

de la metodología propuesta en esta Resolu-

ción es un coste completo, resultado de asignar 

a cada actividad el consumo real de los factores 

de producción, tanto los directos como los 

indirectos. Por tanto, su resultado será mucho 

más exacto y fiable que el coste de produc-

ción. En cuanto a la metodología expuesta, es 

la misma que la desarrollada en el proyecto 

CANOA, recogida en el siguiente epígrafe. En 

concreto, se establece un proceso secuenciado 

para determinar los costes de este tipo de ins-

tituciones:

• Determinación de costes.

• Asignación de costes a los objetivos de costes.

• Reparto entre las distintas estructuras.

• Asignación de ingresos a actividades.

• Determinación de márgenes de cobertura 

por actividades.

En el punto 25 de la memoria presentada por 

las administraciones públicas se debe propor-

cionar un resumen general de los costes de la 

entidad y un resumen de los costes por activi-

dades de todas las operaciones que impliquen 

el cobro de una tasa o precio público, además 

de indicar los ingresos obtenidos por cada ac-

tividad y calcular la tasa de cobertura de costes 

en cada caso.

El coste de cada actividad tiene los siguien-

tes componentes: costes de personal, adquisi-

ción de bienes y servicios, servicios exteriores, 

tributos, costes calculados, costes financieros, 

costes de transferencias y otros costes aplica-

bles; desglosando dentro de cada uno, la mayor 

cantidad de información posible.
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3.2. Contabilidad analítica pública: 

principios de contabilidad analítica y 

Proyecto CANOA

La IGAE ha llevado a cabo diversas actuaciones 

con el fin de promover la implantación de la con-

tabilidad analítica en el ámbito público. Por ello, 

las diferentes publicaciones de la IGAE matizan 

numerosos aspectos sobre la forma adecuada de 

realizar la valoración de los servicios prestados o 

los productos cedidos, al completar las cuestiones 

relativas a la valoración de existencias recogidas 

en el Plan Contable. Los aspectos más importan-

tes son los expuestos a continuación:

Los documentos de principios contables pú-

blicos publicados por la IGAE, indican con-

cretamente que el coste de producción debe 

incluir los siguientes elementos: gastos de 

personal, costes de materiales y servicios 

consumidos, la amortización de los bienes 

de inmovilizado usados en el proceso de pro-

ducción y la proporción que razonablemente 

corresponda de costes indirectos. Además, 

también hace mención a los gastos financie-

ros indicando que para poder incrementar 

el valor de las existencias, los gastos deben 

guardar una relación directa y objetiva y de-

ben haberse devengado con anterioridad a 

la puesta en condiciones de funcionamien-

to del bien. Todo ello en consonancia con la 

Resolución del 9 de mayo de 2000 del ICAC.

El documento Principios de contabilidad ana-

lítica de las administraciones públicas recoge algu-

nas cuestiones de interés en el cálculo de costes:

• Expone que la elección de la clave de repar-

to de los costes indirectos no tiene por qué 

ser arbitraria, sino que se han desarrollado 

técnicas estadísticas, como las regresiones, 

que permiten obtener aquellos criterios que 

proporcionen los mayores coeficientes de 

determinación. Además, considera que en 

los organismos públicos, en la mayor parte 

de los casos, se puede simplificar la impu-

tación de los costes al realizar asignaciones 

globales para algunos de ellos, o bien al con-

siderar la partida de personal como un cos-

te directamente imputable al producto. Esto 

se sustenta en el hecho de que la partida 

de personal es la que tiene un mayor peso 

en los costes de las instituciones públicas. 

Para los casos en los que no sea posible rea-

lizar una asignación global, este documen-

to incluye una lista en la que se indican un 

conjunto de elementos de coste, junto con 

los criterios de imputación más acordes 

a los mismos, a pesar de que su elección 

siempre dependerá del tipo de actividad 

realizada por el organismo en cuestión y del 

proceso productivo que lleve a cabo.

• Indica que se deben diferenciar las cargas in-

corporables y las no incorporables, en función 

de tres criterios: por su naturaleza, por razón 

del período o por razón del sujeto contable. 

Las cargas no incorporables son aquellas que 

no contribuyen a formar el valor añadido de 

la actividad productiva por alguna de las tres 

razones anteriores, por lo que no deben impu-

tarse al producto final. Algún ejemplo de car-

gas no incorporables son los gastos financieros 

y los resultados extraordinarios.

• Explica que la contabilidad analítica asume 

todos los criterios de valoración que sean 

aceptados por la contabilidad financiera.
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• Propone un modelo basado en la creación 

de diversos centros, de forma que los ele-

mentos de coste reparten sus costes a los 

centros y los centros a las actividades, pu-

diendo darse también transferencias entre 

centros o bien producirse de forma directa 

de los elementos de coste a las actividades.

El proyecto más puntero de la IGAE es CA-

NOA en el que se presenta un modelo estándar 

de cálculo de costes, para ser posteriormente 

adaptado a cada tipo de organización en fun-

ción de sus características particulares. Sus 

principales aplicaciones son facilitar la toma de 

decisiones, valorar el coste de las actividades 

públicas y los activos generados por esas acti-

vidades, el establecimiento de tasas y precios 

públicos en función de los costes calculados, 

además de facilitar la elaboración de los presu-

puestos. El sistema emplea tres procesos para 

tratar los documentos de costes: en primer lu-

gar, se asignan los costes por períodos en fun-

ción del momento de devengo de los mismos. 

Posteriormente, se establecen los diferentes 

elementos de coste a cada uno de los centros 

de coste y actividades y, por último, se agregan 

los costes e ingresos en función de los criterios 

contables del modelo establecidos previamente. 

En la figura 2, podemos observar las fases del 

mecanismo contable del modelo CANOA.

1. Determinación de la procedencia de los costes
2. Determinación de las cargas incorporables y no incorporables
3. Clasificación de los costes según su procedencia contable:

 Externos
 Calculados

4. Clasificación de los costes según su relación con el objeto de coste:
  Directos
  Indirectos
5. Centros de coste
6. Actividades. Inventario permanente de outputs
7. Ingresos y márgenes

Figura 2
Mecanismo contable del modelo CANOA
Fuente: elaboración propia, a partir de IGAE (1994a)

En cuanto a la metodología aplicada por el 

modelo, las principales cuestiones se indican a 

continuación:

• El modelo presentado es un modelo genéri-

co con posibilidades de adaptabilidad a las 

características particulares de cada uno de 

los organismos que procedan a su implan-

tación.

• La existencia de otros sistemas de infor-

mación financiera (gestión de personal, de 

inventarios y de justificantes de gastos) es 

necesaria para nutrirse de la información 

oportuna y proceder al cálculo de costes. Se 

optó por vincular el sistema con el progra-

ma SICAI3 y posteriormente SICAI 2, a pe-

3 El Sistema de Información Contable para la Administra-
ción Institucional es una herramienta informática creada 
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sar de ello, el modelo CANOA es un modelo 

dualista, que funciona de forma autónoma a 

la contabilidad financiera.

• El modelo aplicado es un modelo de costes 

reales o históricos, a pesar de que lo ideal 

sería perfeccionarlo en el futuro, con costes 

estándares una vez que haya una práctica 

razonable sobre la cual basar esos patrones.

• El modelo de asignación de costes es el cos-

te completo que se basa en imputar a cada 

prestación la suma total de todos los recur-

sos consumidos para llegar a su coste final 

(Malles-Fernández, Erkizia-Olaizola, Ibar-

loza-Arrizabalaga & Azkue-Irigoyen, 2009).

• El proyecto CANOA pretende maximizar el 

número de costes directos que se imputan 

a las actividades para poder simplificar el 

por la IGAE que da soporte a los requerimientos estableci-
dos por la normativa contable. Su implantación se produjo 
en numerosos organismos, lo que supuso un importante 
avance en la homogeneización de los procedimientos con-
tables. Tras la promulgación del NPGC, se creó una nueva 
versión informática, la SICAI 2 con las adaptaciones nece-
sarias.

modelo. En cuanto a la imputación de los 

costes indirectos, el establecimiento de una 

determinada clave de reparto está condi-

cionada por las características particulares 

del proceso productivo, a su posible apli-

cación práctica y a que los proporcionados 

sean lo más próximos posibles a la realidad 

(López-Díaz, 2000). En este sentido, se 

considera que la clave de reparto principal 

en el ámbito de los organismos públicos es 

el “tiempo de dedicación”, debido a la utili-

zación intensiva de la mano de obra.

• El objetivo básico es el cálculo del coste de 

las actividades (acciones destinadas a la ob-

tención de un bien o servicio determinado), 

sin necesidad de utilizar los centros de cos-

te como criterio de asignación. A pesar de 

ello, el modelo recomienda el cálculo de los 

costes por centros (entendidos como los lu-

gares donde se producen los costes) como 

objetos de coste, ya que aporta información 

adicional y útil, susceptible de ser empleada 

en la toma de decisiones.

Entrada de
formación

1. Imputación
 por períodos
2. Procesos de
 reparto
3. Procesos de
 agregación

Gastos /
Ingresos del
organismo

Gastos /
Ingresos de
otros entes

CANOA

Costes /
Ingresos

Cargas no
incorporables

Fases

Figura 3
Operativa básica del sistema CANOA
Fuente: elaboración propia a partir de IGAE (1994a)

Contabilidad 13-32.indb   219 02/10/2012   09:32:08 p.m.



220 / vol. 13 / no. 32 / enero-junio 2012 cálculo de costes públicos / m. gonzález, e. lópez-valeiras, j. gómez, e. rodríguez / 221

• La adscripción de personas por actividades 

y por centros de coste es obligatoria en el 

caso de que se hayan definido, para indicar 

la dedicación de cada uno de los trabajado-

res a cada actividad y/o centro.

Conclusiones

Diversos han sido los intentos por dotar a los 

distintos entes de la administración pública de 

herramientas que faciliten el adecuado control 

del gasto y la asignación de recursos de forma 

eficiente.

A pesar de estos esfuerzos, las primeras 

tentativas no han tenido una gran aplicación 

práctica, si bien han servido de base para la 

creación de una metodología adecuada y para la 

mejora de los medios técnicos necesarios para 

poner en práctica la contabilidad analítica en 

estas organizaciones. Entre los proyectos más 

importantes que han favorecido de forma nota-

ble este desarrollo, se destaca el proyecto de la 

Federación Española de Municipios y Provincias 

(FEMP) que impulsa los sistemas de cálculo de 

costes y elaboración de indicadores de gestión 

para ayuntamientos, el Modelo de Contabilidad 

Analítica para universidades públicas, y distintos 

modelos que se están aplicando en los hospita-

les (González-Sánchez, 2006).4

4 Geclif (Gestión Clínico-Financiera y Coste por Proce-
so); COANh (Sistema de Control de Gestión Hospitalaria 
del Servicio Andaluz de la Salud, SAS); SCS (Modelo de 
Contabilidad Analítica del Instituto Catalán de Salud); 
Modelo SIE (Sistema de Información Económica para la 
Gestión Sanitaria del Servicio Valenciano de Salud, Serva-
sa); Modelo Aldabide (Modelo de Gestión Económico-Fi-
nanciera del Servicio Vasco de Salud, Osakidetza).

La aplicación de estas técnicas no ha sido 

generalizada en los primeros intentos de obte-

ner información de coste, pero ha recibido un 

fuerte impulso sobre todo en los últimos años 

y además es previsible que este tenga continui-

dad, debido a la situación de crisis económica 

y a las restricciones presupuestarias actuales. 

De hecho, se constata la introducción de esta 

herramienta en el análisis de la evolución le-

gislativa que ha tenido lugar en España en los 

últimos años. 

Estas nuevas circunstancias promueven un 

clima propicio para que la implantación de los 

sistemas de costes se generalice para todas las ins-

tituciones del sector público. Por tanto, el reto 

para el futuro es mejorar la aplicación de estos 

sistemas para lograr una información compa-

rable entre las distintas administraciones y que 

posibilite la profesionalización de la gestión 

pública y un aumento de la eficiencia de sus ac-

tividades.
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